[image: image1.png]



LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Operación administrativa – Finalización del contrato 

La liquidación es la operación administrativa que sobreviene a la finalización de un contrato, con el propósito de establecer, de modo definitivo, las obligaciones y derechos pecuniarios de las partes y su cuantía.

LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Acta final – Aspectos 
Siendo así, el acta de liquidación final deberá i) identificar el contrato, las partes, sus sucesores y los cesionarios si los hay; su objeto y alcance, ii) determinar el precio, su pago, amortización o modificación y oportunidades de pago, iii) señalar las actas pendientes de pago, la forma como se utilizó el anticipo y lo facturado al contratista, iv) establecer el plazo, las modificaciones de obligaciones, prórrogas, adiciones, suspensiones y reinicios y las sumas que quedan pendientes de cancelar.

También en el acta las partes dan cuenta de las salvedades a que haya lugar de manera detallada y concreta.

LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Objetivo – Reclamaciones 
Sobre el objetivo de la liquidación final de los contratos de la administración y la oportunidad para formular las reclamaciones pertinentes, la jurisprudencia señala: La liquidación final del contrato tiene como objetivo principal, que las partes definan sus cuentas, que decidan en qué estado queda después de cumplida la ejecución de aquél; que allí se decidan todas las reclamaciones a que ha dado lugar la ejecución del contrato y por esa razón es ese el momento en que se pueden formular las reclamaciones que se consideren pertinentes. La liquidación finiquita la relación entre las partes del negocio jurídico, por ende no puede con posterioridad demandarse reclamaciones que no hicieron en ese momento.

LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Acta de liquidación – Naturaleza bilateral – Autonomía voluntad 
Lo anterior, se acompasa con lo dicho por esta Sala en oportunidades anteriores, relativo a la naturaleza bilateral del acta de liquidación del contrato, como expresión final de la autonomía de la voluntad de las partes en orden a la terminación de la relación contractual. Siendo así, el acta de liquidación final constituye plena prueba de la liquidación y las reservas contenidas en ella, además de demostrar la inconformidad, deberán tenerse en cuenta para resolver la confrontación, en cuanto delimitan la controversia. 

[…]
Ahora bien, como el acta de liquidación final deberá contener los pronunciamientos de las partes sobre la ejecución y desarrollo contractual, constituyéndose en el fiel reflejo de lo acontecido, de aquello que quedó definido y de lo pendiente de definición, en ella el contratista tendrá que consignar su inconformidad con la ejecución y dejar las salvedades que le permiten estructurar su demanda, pues de dejar pasar la oportunidad perdería la posibilidad de efectuar reclamaciones judiciales posteriores.
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Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia de 29 de noviembre de 1999, proferida por el Tribunal Administrativo de Córdoba, mediante la cual se denegaron las súplicas de la demanda.

I. ANTECEDENTES

1. SÍNTESIS DEL CASO

La parte actora sostiene i) que el 17 de noviembre de 1994 suscribió con la entidad pública demandada el contrato de obra No. 0319 de 1994, con el objeto de “construir el cuartel para garantizar la seguridad del radiofaro en el aeropuerto los Garzones de la ciudad de Montería” y ii) que la entidad demandada incumplió las obligaciones contractuales adquiridas, relacionadas con la entrega del anticipo una vez perfeccionado el contrato y el pago de los reajustes de las actas de obra, dando lugar al desequilibrio financiero del contrato, porque los precios propuestos perdieron vigencia por culpa de la inflación y el contratista recibió dineros con considerable retraso, teniendo que soportar un daño patrimonial
. 
Oportunamente, la parte actora adicionó los hechos y la solicitud de pruebas inicialmente pedidas en la demanda. Aseguró que el interventor del contrato le impidió dejar salvedades en el acta de liquidación final, conminándolo a presentarlas en escrito separado, so pretexto de facilitar el pago de lo adeudado, por lo que alega un vicio en el consentimiento –se destaca-:

(..) al decir de mi poderdante, fue el mismo interventor del contrato, arquitecto Argelio Arrieta, quien le sugirió al contratista que para efectos de obtener el reconocimiento y pago de las actas de reajuste por los sobrecostos asumidos en virtud del aumento de precios por el cambio de año, debía reclamar en escrito separado de la liquidación, que contuviera el monto de los valores reajustados y enviarla a su oficina para su trámite legal correspondiente (..). La UAE, a través del funcionario encargado le impidió al contratista la posibilidad de dejar constancia de reclamación en el acta de liquidación final del contrato, lo forzó a firmarla sin observaciones (..) tal como lo comprobaremos con los testimonios y documentos que presentaremos en su oportunidad
.

1. PRIMERA INSTANCIA

1.1 LA DEMANDA

1.1.1 PRETENSIONES

En virtud de los hechos narrados, la parte actora solicita:

1) Que se declare a la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil responsable de haber incumplido el contrato de Obra Pública No. 0319 OP de noviembre 17 de 1994, consistente en el no pago oportuno del anticipo y de pagar al Ingeniero José Alberto Lacouture Cruz, los reajustes de las actas de obra No. 1 y 2, por no haberlos reconocido y pagado.

2) Que en virtud de las peticiones anteriores, se condene la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil a pagar al ingeniero contratista las sumas de dinero citadas, más el valor de la actualización y corrección monetaria de las cantidades anteriores que se puede obtener mediante la utilización del sistema, criterio y procedimientos adoptados por la Sección Tercera del Honorable Consejo de Estado, por medio de los cuales se intenta obtener la corrección monetaria a fin de compensar la pérdida del poder adquisitivo de la moneda colombiana, por el tiempo transcurrido desde la fecha en que se construyeron las obras y debieron pagarse las actas oportunamente y la fecha probable en que se haga efectivo el pago de los perjuicios o, en su defecto, mediante la aplicación de cualquier otro procedimiento técnico que conduzca al mismo fin.

3) El valor del lucro cesante de las sumas actualizadas conforme al numeral anterior, para el periodo comprendido entre la fecha en que se formuló la propuesta comparado con la fecha del pago del anticipo, más los reajustes aplicables a las actas parciales de obra No. 1 y 2 y la fecha en que se paguen los perjuicios, aplicándoles la tasas de interés moratorio que, ordinariamente, cobran los bancos comerciales, proporcionalmente por meses, cálculo que se hará aplicando la mencionada tasa de interés a las sumas de dinero debidamente actualizadas, tal como se detalla en el numeral 1º.

4) Que a la sentencia se le dé cumplimiento dentro del término establecido por los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A.
 
1.2 INTERVENCIÓN PASIVA

Por intermedio de apoderado judicial y dentro del término de fijación en lista, la entidad accionada contestó la demanda oponiéndose a los hechos relacionados y a las pretensiones formuladas. Advirtió que el retardo en la legalización del contrato debe atribuirse al contratista, quien no entregó oportunamente la póliza única requerida, impidiendo a la contratante aprobarla y dar inicio al contrato, previa entrega del anticipo. Además, pone de presente que el actor suscribió las actas parciales y de liquidación final sin salvedad alguna.

En relación con la mora en el pago del anticipo, la entidad pública demandada arguye: 

(..) 
Perfeccionado el contrato el 17 de noviembre de 1994, la causa que dio lugar a que el anticipo se hubiera cancelado el 10 de abril de 1995 fue la demora en la presentación de los documentos con los cuales se legaliza el contrato, toda vez que el anticipo no se podía pagar sin que se hubiera constituido en forma correcta la póliza única del contrato.

El hecho de la presentación correcta de la póliza única solo fue en enero de 1995, cuando había cambiado la vigencia fiscal, con todo lo que ello significa para las entidades públicas, fue él que ocasionó que el anticipo hubiera sido cancelado después de los tres primeros meses del año siguiente y no en diciembre como se hubiera hecho de haberse presentado oportuna y correctamente la póliza. Por lo tanto el pago del anticipo en la fecha en que se hizo, no puede argumentar el contratista que no le es imputable.
En cuanto a las actas parciales de obra y de liquidación final del contrato, la UAE asegura que “(..) aunque el demandante no lo relacionó, existe el hecho de la liquidación del contrato, en donde el contratista no hizo reclamación alguna durante la vigencia del mismo, prueba de ello es que éste firmó las actas de iniciación de la obra, acta de recibo de obra No. 1, acta de obra No. 2, acta de recibo final de obra y acta de liquidación, sin objeciones, constancias o reclamaciones. Todo lo contrario, en ellas consta y así lo aceptó el contratista al firmarlas, que las obras motivo del contrato se desarrollaron normalmente, dentro de los términos previstos en el mismo”
. 

1.3 ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

En esta oportunidad, las partes actora y demandada reiteraron los argumentos aducidos en la demanda y en la contestación.

1.4 SENTENCIA

Mediante sentencia proferida el 29 de noviembre de 1999, el Tribunal Administrativo de Córdoba negó las pretensiones de la demanda al considerar i) que el contratista no tiene derecho al reconocimiento de los reajustes solicitados, pues no hizo constar reclamación alguna en el acta de liquidación final del contrato y ii) que no acreditó la existencia de un vicio en el consentimiento. Señala al respecto:

(..) habiéndose realizado la liquidación del contrato de común acuerdo por las partes, sin que se hiciera objeción alguna de ella y antes por el contrario, se dejó constancia en el acta misma de que el contratista no elevaría reclamación posterior contra la entidad contratante por todo lo relacionado en la liquidación, es de advertir que no puede, en principio, existir debate posterior frente a esos mismos aspectos, pues debe entenderse que las partes contratantes decidieron voluntariamente ponerse a paz y salvo en las obligaciones derivadas del contrato.

En relación con el vicio de consentimiento alegado por la parte actora, la sentencia da cuenta de que “(..) la fuerza que vicia el consentimiento es aquélla que es capaz de infundir temor, una amenaza fuerte que ocasione una presión material de tal naturaleza, que influya en la liberalidad de la persona y le impida tomar una determinación distinta”, circunstancias éstas que en criterio del a quo, no fueron acreditadas en el proceso
. 

2. SEGUNDA INSTANCIA

2.1 RECURSO DE APELACIÓN

Inconforme con la decisión, la parte actora interpone recurso de apelación. Insiste en que la Unidad Administrativa Especial de la Aeronáutica Civil vició su consentimiento en el momento de liquidar el contrato, razón por la cual no hizo constar en el acta su reclamación. Además, sostiene que la mora en la entrega de la póliza del contrato es imputable a la entidad pública demandada, pues sólo hasta el 6 de enero de 1995 le fue entregada la copia del contrato y la lista de los documentos que se requerían para dar inicio a la ejecución del objeto contractual.
Del escrito de sustentación del recurso se destaca:

(..) el contratista sí presentó reclamación oportuna para el pago de los reajustes que son objeto del libelo, la cual ocurrió antes de que se liquidara bilateralmente el contrato aludido (cartas suscritas por el actor, fechadas el 3 de noviembre y 5 de diciembre de 1995 dirigidas al interventor del contrato señor Argelio Arrieta Padilla, en la cual le manifiesta el envío de la documentación contentiva de la carta de solicitud de reconocimiento y pago del reajuste en original y del acta de liquidación final del contrato en referencia). 

La carta remisoria de los documentos, especialmente su fecha de envío, junto con las demás pruebas aportadas y allegadas al proceso, especialmente las testimoniales rendidas por los señores citados por el demandante, permiten concluir que existió un vicio del consentimiento en el contratista al momento de firmar el acta de liquidación bilateral final del contrato, que se tradujo en que la entidad oficial no le permitió al actor incluir la reclamación en la misma acta, sino mediante escrito separado
. 
2.2 ALEGATOS FINALES

En esta oportunidad, la parte actora reitera los planteamientos formulados en la demanda y en el escrito de sustentación del recurso. La entidad demandada, por su parte, con fundamento en los argumentos aducidos en el transcurso del proceso, insiste en la confirmación de la sentencia denegatoria de las pretensiones.

I. CONSIDERACIONES

1. COMPETENCIA 

Esta Corporación es competente para conocer del presente asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida en primera instancia, que negó las pretensiones, en proceso de doble instancia.

Efectivamente, para la fecha de presentación de la demanda
 la cuantía que permitía recurrir las acciones de controversias contractuales ascendía a la suma de $13.460.000 (artículos 129 y 132 del C.C.A. subrogados por el Decreto 597/88) y la pretensión mayor del asunto que se resuelve es $56.111.487,98, por concepto de perjuicios materiales.

2. Asunto que la Sala debe resolver 

El problema jurídico que la demanda formula tiene que ver con la imputación en contra de la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, por i) el no pago oportuno del anticipo y ii) los reajustes de las actas de obra 1 y 2 que no fueron reconocidos por la entidad contratante. Sin perjuicio de la suscripción del acta de liquidación final, sin objeciones, pues, según lo afirma el actor, la entidad pública la conminó a rubricar el documento impidiéndole dejar constancias sobre su inconformidad en el texto final.

Para despachar los argumentos de la alzada presentada por la parte actora, la Sala se pronunciará en primer lugar sobre el acta de liquidación final del contrato, para luego detenerse en los hechos probados, con el fin de establecer el vicio del consentimiento alegado por el contratista, pues solo establecido que sobre éste se ejerció una fuerza capaz de doblegar su voluntad, podrían considerarse sus pretensiones, dada la invalidez del acta de liquidación final.
2.1. Acta de liquidación final del contrato
La liquidación es la operación administrativa que sobreviene a la finalización de un contrato, con el propósito de establecer, de modo definitivo, las obligaciones y derechos pecuniarios de las partes y su cuantía.

Siendo así, el acta de liquidación final deberá i) identificar el contrato, las partes, sus sucesores y los cesionarios si los hay; su objeto y alcance, ii) determinar el precio, su pago, amortización o modificación y oportunidades de pago, iii) señalar las actas pendientes de pago, la forma como se utilizó el anticipo y lo facturado al contratista, iv) establecer el plazo, las modificaciones de obligaciones, prórrogas, adiciones, suspensiones y reinicios y las sumas que quedan pendientes de cancelar.

También en el acta las partes dan cuenta de las salvedades a que haya lugar de manera detallada y concreta.

Sobre el objetivo de la liquidación final de los contratos de la administración y la oportunidad para formular las reclamaciones pertinentes, la jurisprudencia señala:

(..) 
La liquidación final del contrato tiene como objetivo principal, que las partes definan sus cuentas, que decidan en qué estado queda después de cumplida la ejecución de aquél; que allí se decidan todas las reclamaciones a que ha dado lugar la ejecución del contrato y por esa razón es ese el momento en que se pueden formular las reclamaciones que se consideren pertinentes. La liquidación finiquita la relación entre las partes del negocio jurídico, por ende no puede con posterioridad demandarse reclamaciones que no hicieron en ese momento
.
La Ley 80 de 1993, vigente el 17 de noviembre de 1994, cuando la Aeronáutica Civil y el actor convinieron en el contrato de obra No. 0319 de 1994,  prevé la liquidación de los contratos por ambas partes o a cargo de la entidad pública, a través de resolución motivada, cuando la liquidación bilateral no resulte posible, porque el contratista no concurre al acto, cualquiera fuere la causa, pues en caso de desacuerdo el acta se suscribe de todas maneras, sin perjuicio de la confrontación del contratista de la que quedarán las constancias respectivas.

Lo anterior, se acompasa con lo dicho por esta Sala en oportunidades anteriores, relativo a la naturaleza bilateral del acta de liquidación del contrato, como expresión final de la autonomía de la voluntad de las partes en orden a la terminación de la relación contractual. Siendo así, el acta de liquidación final constituye plena prueba de la liquidación y las reservas contenidas en ella, además de demostrar la inconformidad, deberán tenerse en cuenta para resolver la confrontación, en cuanto delimitan la controversia. 

Ahora bien, como el acta de liquidación final deberá contener los pronunciamientos de las partes sobre la ejecución y desarrollo contractual, constituyéndose en el fiel reflejo de lo acontecido, de aquello que quedó definido y de lo pendiente de definición, en ella el contratista tendrá que consignar su inconformidad con la ejecución y dejar las salvedades que le permiten estructurar su demanda, pues de dejar pasar la oportunidad perdería la posibilidad de efectuar reclamaciones judiciales posteriores.

En este orden de ideas, la acción contractual sólo puede versar sobre aquellos aspectos o temas en relación con los cuales el contratista hubiere manifestado inconformidad al momento de la liquidación bilateral final del contrato. Admitir lo contrario desconocería la fuerza de la voluntad negocial para finiquitar las situaciones jurídicas que la autonomía de las partes genera y contrariar su fuerza legal.
Es por ello que el acta de liquidación final constituye el marco para evaluar el desequilibrio contractual y los incumplimientos, si estos llegaren a invocarse ante la jurisdicción.

2.2. Hechos probados

Sostiene la parte actora que la entidad accionada incumplió el contrato de obra No. 0319 de 1994, porque no le hizo entrega del anticipo en la oportunidad convenida y dado que no le pagó los reajustes de las actas de obra 1 y 2, como correspondía.

Al respecto, las pruebas allegadas a la actuación en copia auténtica por la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil
, demuestran:

2.2.1. El 17 de noviembre de 1994, el señor José Alberto Lacouture Cruz y el representante legal de la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil suscribieron el contrato de obra No. 0319, con el objeto de adelantar las “obras para la construcción del cuartel para garantizar la seguridad del radiofaro ubicado en el aeropuerto los Garzones de la ciudad de Montería”, con un plazo de setenta y cinco (75) días calendario y por un valor de $105.922.118,29, a precios unitarios y sin fórmula de reajuste
.

2.2.2. El 24 de julio de 1995, el contratista, el interventor, el Director de Infraestructura Aeroportuaria y el Director Administrativo de la UAE de Aeronáutica Civil suscribieron acta de liquidación final del contrato de obra No. 0319 de 1994, la que arrojó a favor del contratista un saldo de $4 550 670,82, soportado en el acta parcial de recibo de obra No. 2. Así mismo, en dicho documento se lee que el contratista se comprometió “(..) a no elevar ninguna reclamación posterior contra la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, por todo lo relacionado en la presente acta de liquidación”. No obra en el documento reclamación alguna de parte del contratista
.

2.2.3. El 7 de noviembre de 1995, el señor José Alberto Lacouture Cruz solicitó a la UAE el reconocimiento y pago de los reajustes de las actas parciales de obra Nos. 1 y 2, con fundamento en que la entidad “(..) dio lugar a situaciones imprevistas, al no haber dado cumplimiento oportuno a su obligación de pagar el anticipo una vez perfeccionado el contrato, permitiendo de esta manera que se produjera un cambio de vigencia fiscal año 1994 al año 1995, que facilitó que los precios propuestos perdieran vigencia, ya que se incrementaron notoriamente por culpa de la inflación”
.

La Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil negó la petición presentada por el actor
, con fundamento en que “(..) el valor pactado fue el que en su momento las partes acordaron como justa retribución por las obras que habría de prestar el contratista. Era obligación de éste indagar por el alcance de las mismas y no luego de haber acordado el precio, pretender aducir que el valor pactado fue insuficiente frente a la magnitud de obra desarrollada y en este caso supuestamente afectado por el tiempo utilizado para el desarrollo del mismo, ya que según observamos el contrato se legalizó en periodos cortos y sucesivos, por lo que consideramos que no puede hablarse de un desequilibrio financiero de la relación contractual”
. 
2.3. Vicios del consentimiento en el acta de liquidación final del contrato

Esta Sección ha sostenido reiteradamente
 que la liquidación bilateral de los contratos sólo puede enjuiciarse por las materias relacionadas con las salvedades y observaciones contenidas en el acta, sin perjuicio de los cargos por vicios que conduzcan a la invalidación del consentimiento (error, fuerza o dolo).
Lo expuesto, porque para que resulte obligatorio el contenido de un contrato o convención es necesario que quien conviene en él sea legalmente capaz, concurra voluntariamente y exprese su consentimiento con libertad, libre de apremios, errores o engaños y convenga un objeto lícito, como lo dispone el artículo 1502 del Código Civil.

El artículo 1508 ibídem establece que el consentimiento puede viciarse por error, fuerza o dolo
.

En lo que a la fuerza se refiere, el artículo 1513 del C.C. señala que vicia el consentimiento aquélla capaz de producir una impresión fuerte en una persona de sano juicio, tomando en cuenta su edad, sexo, condición. Califica además la norma como injusto el acto que infunde temor, sin que fuere necesario para viciar el consentimiento su ejercicio directo, basta su empleo con el objeto de infundir un mal irreparable y grave (artículo 1514 C.C.).

Debe entenderse, entonces, que quien actúo bajo fuerza o coacción no decidió por sí misma y no se obliga porque no expresó su voluntad, sino que actuó bajo el temor de que algo grave le ocurriera a sí mismo, a sus seres queridos o a sus bienes. De lo que se sigue que invalidan el negocio jurídico no los apremios, en sí mismos, para actuar en determinado sentido, sino el miedo o temor fundado que éstos logran infundir, de suerte que no basta que se demuestre la coacción, sino su capacidad de influir, tomando en cuenta las condiciones particulares de la víctima, tal y como lo exige el inciso primero del artículo 1513 del Código Civil. 

En el escrito de adición de la demanda, el actor sostiene que el interventor le impidió dejar salvedades en el texto del acta de liquidación final, “forzándolo” a que lo hiciera en escrito separado. 

Para acreditar lo anterior, en la demanda se solicitó la recepción de los testimonios del interventor y de dos de las personas que le colaboraron en la labor desarrollada respecto del contrato que ocupa la atención de la Sala. 

El señor Argelio Rafael Arrieta Padilla, arquitecto de la Aeronáutica Civil,  afirmó que para la fecha de los hechos era el interventor del contrato de obra No. 0319 de 1994. En relación con el procedimiento de liquidación, sostuvo:

En razón a que el contratista vivía en la ciudad de Santa Marta, él elaboró un borrador de las actas y de la documentación requerida dentro del contrato y lo enviaba a la oficina de infraestructura aeroportuaria en Santafé de Bogotá, para revisión; una vez revisado nos hablábamos telefónicamente con el contratista para corregir los errores correspondientes, después se devolvía y el contratista los volvía a mandar a Bogotá. Los errores más que todo eran aritméticos y de fechas, esto sucedió en varias ocasiones tanto en las cuentas parciales como en la liquidación final.
Interrogado por las afirmaciones del contratista, relativas a la conversación telefónica sostenida con el interventor, relacionada con la no inclusión de las reclamaciones en el acta de liquidación final, sino en escrito separado, el testigo contestó que “(..) telefónicamente no hubo ninguna conversación a este respecto. Las conversaciones telefónicas que teníamos solo eran para la corrección de errores aritméticos y de fechas”.

En relación con las cartas enviadas por el contratista, según su versión, antes de firmar el acta de liquidación final, referidas al pago de los reajustes, el señor Argelio Rafael Arrieta manifestó no tener conocimiento de su existencia “(..) nosotros nunca hablamos de adiciones ni reclamaciones en el momento de la liquidación del contrato”.

Preguntado por el a quo sobre la posibilidad de los contratistas de dejar constancias en las actas de liquidación elaboradas por la entidad, el testigo sostuvo que “(..) una vez firmado este formato por el contratista está aceptando que no a elevar ninguna reclamación posterior a la entidad” y, en relación con la rigidez de los formatos, señaló que  “(..) el contratista como persona natural o jurídica, está en el derecho de hacer cualquier reclamación que él considere de acuerdo a sus lesiones”
. 

Por su parte, el señor Juan Carlos Cotes Rodríguez afirmó conocer al señor José Lacouture Cruz, demandante en este asunto, pues “(..) es mi patrón desde hace varios años, las relaciones que mantenemos son laborales”.
En relación con el contrato de obra que el actor suscribió con la UAE Aeronáutica Civil, el testigo señaló que en los primeros días del mes de enero de 1995 entró a trabajar con el señor Lacouture como administrador. Sostuvo que los trabajos que debían terminarse a finales del mes de junio del mencionado año, para esa fecha se habían ejecutado en un 99.9%.

El declarante aseguró que el interventor “(..) dijo que no firmaba las actas de recibo de obras y liquidación porque en ellas se encontraba una reclamación del ingeniero Lacouture Cruz y nos dijo al arquitecto residente Emilio Guerrero y a mi persona que la Aeronáutica Civil tenía un modelo de acta en la cual no aceptaban reclamaciones, que hiciera las actas como ese modelo y si quería reclamar lo hiciera por separado a esas actas y la anexara a ellas (..) tengo conocimiento que el ingeniero Lacouture envío las actas por correo al arquitecto Arrieta”. 

Sobre el contenido de las reclamaciones, el testigo manifestó que “(..) eran respecto a un reajuste por la demora en el pago del anticipo”
.
Por último, el señor Emilio de Jesús Guerrero afirmó conocer al actor desde hace aproximadamente diez años “(..) soy amigo personal de él, además de las relaciones de amistad también existieron relaciones laborales”.

En relación con el contrato, el testigo manifestó que trabajó para el señor Lacouture como arquitecto residente de la obra. Sobre los hechos que dieron origen a la demanda, sostuvo:
(..) se comenzó en abril de 1995, en donde sus trabajos se desarrollaron normalmente, el señor Lacouture me comentó que él comenzó las obras con recursos propios ya que no le habían girado el anticipo, desconociendo los motivos de esto. En el momento de entregar la obra al funcionario de la Aeronáutica o sea el interventor, señor Argelio Arrieta, esto fue a finales de junio, el interventor no la aceptó porque habían (sic) unos detalles pendientes, como lo fue la limpieza general de la obra, luego quedó en recibirla a finales de julio, pero no fue a la cita pactada, posteriormente fijó una fecha en agosto, en ese momento dijo que habían (sic) otros detalles por arreglar, luego no reunimos en septiembre, se le presentó el acta de entrega de la obra en donde incluía un reclamo de ajuste del contrato por parte del ingeniero Lacouture, aduciendo que no recibía el acta porque el reclamo debía hacerlo en un anexo y no en el acta. En octubre llega a la obra con un señor de la Aeronáutica de apellido Mora y dice que hay unos detalles pendientes, por último en el mes de noviembre acepta el acta en donde no incluía el reclamo de reajuste y acepta la obra ya con los detalles ejecutados. Después el ingeniero y él se pusieron de acuerdo telefónicamente para la liquidación de la obra.

Sobre el contenido de las reclamaciones, el testigo manifestó que “(..) era un reajuste que le hacía al contrato debido al tiempo en los pagos”
.

De los testimonios de Juan Carlos Cotes Rodríguez y Emilio de Jesús Guerrero, la Sala encuentra que, si bien ambas declaraciones coinciden en que el interventor influyó para que el contratista no dejara salvedades en el acta de liquidación final sino en escrito separado, de ello no se sigue que el actor hubiera sido compelido a suscribir el mencionado documento sin observaciones, contrariando su voluntad, al punto de nublar su facultad de decidir. Lo anterior si se considera que se trata de un profesional conocedor de sus derechos, con experiencia en construcción y contratación estatal.
En efecto, la propuesta presentada por el actor dentro de la convocatoria pública realizada por la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil demuestra que el señor Lacouture tenía experiencia en procesos de selección de contratistas y en contratación de obras, tanto con entidades públicas como con particulares. Así, dentro de los documentos que acreditan la experiencia del proponente, se encuentran certificaciones expedidas por Corpecol-Gran Galeón Resort Hotel, que da cuenta de pañetes y enchapes en el complejo turístico, de junio de 1988; la Central de Transporte de Santa Marta, que da cuenta de la construcción de la estructura de concreto de la terminal de trasportes de enero de 1989; el Departamento del Magdalena para la construcción de la segunda etapa de los despachos judiciales de mayo de 1990 y la División Técnica del Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia, en la que consta la ejecución de un contrato cuyo objeto era la construcción de los pabellones y patios C y D, zona internos de la cárcel El Bosque de Barranquilla, de marzo de 1992
. 

¿Cómo afirmar entonces que el interventor del contrato logró intimidarlo hasta obtener su firma, sin perjuicio de su inconformidad con el acta de liquidación final del contrato 0319 de 1994?
Sostiene el actor que dada la presión del interventor, sin perjuicio de sus reclamaciones precedentes, se vio obligado a formular a la entidad un reclamo posterior. No obstante y aceptando en gracia de discusión que el actor tuvo que atender fielmente la recomendación del interventor, lo cierto es que no demostró que con antelación haya manifestado inconformidad alguna con el desarrollo del contrato 0319 de 1994 y si bien se dirigió a la entidad con tal propósito, ello ocurrió el 7 de noviembre de 1995, es decir transcurridos cuatro meses, desde la firma del acta de liquidación final.

En estas condiciones, la Sala no podrá acceder a las pretensiones de la demanda, simplemente porque el contratista suscribió sin salvedades el acta de liquidación final, libremente, dada su condición de profesional conocedor de las consecuencias de sus actos, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones válidamente.

Siendo así y habida cuenta que el a quo niega la pretensión fundado en el carácter definitivo del acta que el actor controvierte, suscrita sin salvedades ni observaciones y que no se vislumbra vicio que desvirtúe su legalidad, la providencia recurrida habrá de confirmarse. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”

R E S U E L V E

CONFIRMAR la sentencia de 29 de noviembre de 1999, proferida por el Tribunal Administrativo de Córdoba, por medio de la cual se negaron las súplicas de la demanda. 

En firme esta providencia, REMÍTASE la actuación al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

 STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Presidenta

RUTH STELLA CORREA PALACIO                     DANILO ROJAS BETANCOURTH

Magistrada                                                     Magistrado
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� Julio 18 de 1997.


� Sentencia de abril 10 de 1997, expediente No. 10608. Este pronunciamiento fue reiterado por la misma Sección Tercera en sentencia de marzo 9 de 1998, expediente No. 11101. 





� Todos los documentos relacionados con el Contrato de Obra No. 0319 de 1994, fueron allegadas por la UAE Aeronáutica Civil mediante oficio 28-1-429 de 27 de mayo de 1998 en respuesta al oficio 722 del 11 del mismo mes y año proveniente del Tribunal Administrativo de Córdoba, obrantes en el cuaderno 2.





� Según la cláusula quinta del contrato, las partes acordaron i) que el 40% del valor total del contrato se entregaría como anticipo, previa la presentación de la cuenta de cobro, del programa de inversión del mismo aprobado por el interventor y de la copia de la garantía única del contrato, aprobada por la UAE y ii) que el 60% restante se pagaría previa presentación de la cuenta de cobro, acompañada del acta de recibo parcial de obra respectiva.





Conforme lo indica la cláusula octava del contrato, las partes convinieron en una garantía única que ampararía el adecuado manejo e inversión del anticipo, el pago de las prestaciones sociales del personal necesario para llevar a cabo el objeto contractual, los riesgos derivados de la responsabilidad civil extracontractual y la estabilidad de la obra (fls. 35-45 cuaderno 2).





El 12 de diciembre de 1994 la Dirección Administrativa de la Aeronáutica Civil remitió al administrador del Aeropuerto Simón Bolívar de la ciudad de Santa Marta, copia del contrato acompañada de la lista de los documentos necesarios para iniciar su ejecución, con el objeto de que fueran entregados al contratista, lo que ocurrió el 6 de enero de 1995. El 12 del mismo mes y año, el señor José Lacouture aportó los documentos solicitados, entre éstos, la garantía única, aprobada por la entidad el 27 del mismo mes y año (fls. 34 cuaderno 1 y 3, 22-33 y 58 cuaderno 2). 





El contrato se inició el 10 de abril de 1995, según acta suscrita por el contratista y el interventor�. En esta fecha la entidad contratante entregó al señor Lacouture el anticipo pactado en el contrato (fls. 3 y 21 cuaderno 2).





El contratista y el interventor suscribieron las actas parciales de recibo de obra 1 y 2 el 31 de mayo de 1995 y el 23 de junio del mismo año respectivamente, de común acuerdo, como quiera que su texto no permite suponer otra cosa, en cuanto las partes no consignaron observación alguna. La primera por un valor de $4 550 670,82 y la segunda por $59 491 203,01 (fls. 5-21 cuaderno 2).





El día 23 antes mencionado, el señor José Alberto Lacouture Cruz y el interventor de la UAE, además, suscribieron el acta de recibo final, en la que destacaron i) que la obra se ejecutó según el plazo y valor pactado en el contrato, de acuerdo con los planos y especificaciones técnicas suministradas por la entidad contratante y ii) que las obras se entregaron y recibieron a satisfacción.
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� Mediante oficio 281C-1038 de diciembre de 1995.





� Folios 60-62 cuaderno 2.





� Sentencias de 25 de noviembre de 1999, exp. 10893; de 6 de mayo de 1992; exp. 6661; de 6 de diciembre de 1990, exp. 5165; de 30 de mayo de 1991, exp. 6665; de 19 de julio de 1995, exp. 7882; de 22 de mayo de 1996, exp. 9208; de 10 de mayo de 2001, M.P. Ricardo Hoyos Duque, expediente 13347; de 6 de julio de 2005, M.P. Alier E. Hernández Enríquez, expediente 14113; de 29 de agosto de 2007, M.P. Mauricio Fajardo Gómez, expediente 14854; de 14 de abril de 2010, M.P. Enrique Gil Botero, expediente 17322.


� En la doctrina argentina, los vicios del consentimiento son llamados vicios de la voluntad y son el error, la violencia y el dolo y se regulan, en principio, por el derecho común. Dapkevicius Rubén Flores, Manual Teórico Práctico de Contrataciones Administrativas, Edt. IB de F Montevideo-Buenos Aires, 2003, pág. 25.
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� Folios 169-173 de la propuesta enviada en copia auténtica por la UAE que obra en el cuaderno 2 de pruebas.





